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PRESIDE: Señor Representante Álvaro Vega Llanes 
MIEMBROS: Señores Representantes Miguel Asqueta Sóñora y Luis José Gallo Imperiale 


INVITADOS: - Por el Instituto Jurídico Cristiano: escribanas María Aloise y Ana Ramírez; doctora Rosana 
Guillén, doctores Gerardo Amarilla y Pablo Martínez, y señora Gabriela Viana 


Por la Asociación de Médicos Católicos: doctoras María Lourdes González y Elena 
Queirolo 


Por la Comisión Evangélica Multidisciplinaria del Uruguay (CEMUR): psicóloga Dina 
Boyadji, escribana María Aloise y señora Viviana Calatzián 


SEÑOR PRESIDENTE (Vega Llanes).- Está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene el agrado de recibir al Instituto Jurídico Cristiano del 
Uruguay, representado por las escribanas María Aloise y Ana Ramírez, la doctora Rosana Guillén, los 


doctores Gerardo Amarilla y Pablo Martínez y la señora Gabriela Viana, quienes se referirán al proyecto que 
tenemos a estudio, relativo a la salud sexual y reproductiva. 


SEÑOR AMARILLA.- El Instituto Jurídico Cristiamo del Uruguay es una organización no 
gubernamental con personería jurídica, que tiene como fundamental objetivo promover y proteger los 
derechos humanos, a partir del reconocimiento de nuestra dignidad como seres creados a imagen y 
semejanza de Dios. 


Los integrantes del Instituto queremos manifestar que las disposiciones del presente proyecto de ley afectan 
los derechos humanos, porque la cuestión que hoy nos convoca y a resolver es una cuestión 
fundamentalmente de derechos humanos. 


Al considerar este proyecto debemos tener en cuenta como fundamental y base de todos los demás derechos, 
el derecho a la vida, inherente a la persona humana, inalienable e imprescriptible. El derecho a la vida no lo 
determina la Constitución ni la ley; este existe antes del propio ordenamiento jurídico, por ser parte del 
derecho natural. Entonces, nunca podríamos aceptar que la Constitución o la ley lo lesionara. 


Siguiendo esta concepción nuestros Constituyentes han hablado esto figura en el artículo 7* de la 
Constitución del derecho a ser protegidos en el goce de la vida. Nuestras leyes, cumpliendo con la obligación 
constitucional de proteger el derecho a la vida establecen, entre otras cosas, que el concebido tiene derecho a 
recibir por herencia, a recibir por donación, a los alimentos, etcétera. Si preservamos los derechos 
secundarios, ¿cómo no preservar el derecho fundamental a la vida, sin el cual no es posible el goce de los 
otros derechos? 


Si en Uruguay, durante muchos años, los derechos humanos fueron lesionados en la normativa y en la 
realidad hoy, que nos encontramos ante la vigencia de las instituciones democráticas, debemos aspirar a que 
desde las normas emanadas de éstas, se fomente la protección de todos los derechos humanos, empezando 
por el primero. 


La defensa del derecho a la vida no es una cuestión de credos religiosos, como se pretende argumentar en la 
exposición de motivos de este proyecto, donde se realiza un ataque directo a las personas que profesamos una 
religión. Es una cuestión de derechos humanos. No obstante, como habitantes de este país, el segundo párrafo 
de la exposición de motivos afecta directamente nuestros derechos humanos en cuanto nos discrimina y no 
nos respeta teniendo en cuenta nuestra diversidad cultural, ideológica y religiosa. 


En un estado democrático no nos podemos permitir confundir laicidad con laicismo. Como expresara el 
Presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez al exponer sobre el tema, podemos entender que 
"Laicidad, como garantía de respeto y pluralidad, es factor de democracia". Si la democracia es, entre otras 
cosas, dignidad humana, autonomía y capacidad de decisión, la laicidad es generar las condiciones para que 
la gente decida por sí misma en un marco de dignidad. Desde esa perspectiva, la laicidad no inhibe el factor 
religioso. ¿Cómo va a inhibirlo si, al fin y al cabo, el hecho religioso es la consecuencia del ejercicio de 
derechos consagrados en tantas declaraciones universales y en tantos textos constitucionales? 


Asimismo, debemos considerar que la historia ha demostrado que la mayoría de los avances y conquistas en 
cuanto a derechos humanos logrados por estados democráticos, se deben a la injerencia de las ideas 
judeocristianas en los textos legales y constitucionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted se ha referido a la exposición de motivos o al proyecto? 
SEÑOR AMARILLA.- A la exposición de motivos. 


Como decía, entonces, ¿cómo negar su influencia en la historia de la humanidad a favor de los Derechos 
Humanos y de la libertad del individuo? Entre otras son ejemplo, la solidaridad como resultado del 
mandamiento bíblico de amar al prójimo, y la piedad como origen de la responsabilidad social. Muchas de 
estas ideas han sido tomadas por José Gervasio Artigas y José Pedro Varela y han sido plasmadas en los 
documentos que forman parte de los cimientos de nuestra nacionalidad. 


Si nuestros ilustres antecesores elaboraron una concepción ética y moral a partir de los fundamentos 
cristianos, la exclusión que pretende la exposición de motivos implica querer borrar las influencias que 
nuestros antepasados han dejado en nosotros, lo que dicho de otra forma lleva a renunciar a tan preciados 
legados. 


Si negáramos nuestra historia, estaríamos condenados a repetir nuestros errores, como expresó sabiamente el 
destacado hispanista, Paul Preston. Nos preguntamos por qué debemos aceptar el vaciamiento de las 
decisiones de los órganos del Estado prescindiendo de la integralidad del ser humano, cuando la historia de 
los pueblos está llena de ejemplos de hombres que por medio de sus convicciones religiosas aportaron 
grandes contribuciones a favor de los derechos humanos. En este sentido, podemos citar al parlamentario 
británico William Wilberforce, que luchó durante cincuenta años para lograr la abolición de la esclavitud, 
siendo el primer ejemplo de ello en nuestro mundo contemporáneo; al reverendo Martin Luther King, que 
luchó y dio su vida por los derechos civiles y contra la discriminación; y el mayor ejemplo es el de un 
hombre sencillo, que luchó contra las discriminaciones, los prejuicios raciales, la violencia, la corrupción y la 
injusticia, promoviendo el amor por sus semejantes, marcando con sus ideas y accionar lo que ningún hombre 
pudo lograr: un antes y un después de la historia. 


Es por eso que como ciudadanos de esta nación apelamos a que este honorable Cuerpo corrija las expresiones 
contenidas en la citada exposición de motivos referidas a este tema. 


SEÑORA GUILLÉN.- Nuestro Estado debe promover y ejecutar políticas que tiendan a la educación 
en valores, fomentando el desarrollo de familias sanas, con padres y madres responsables, que puedan 
alimentar y educar a sus hijos adecuadamente, y debe fomentar y facilitar los mecanismos de adopción, 
de tal forma que todo ser humano tenga la oportunidad de vivir en forma digna. 


Entendemos que este proyecto de ley, por su generalidad, no promueve ninguna de estas premisas. Por el 
contrario, está emitiendo un mensaje que puede ser muy perjudicial en materia de valores, si se relaciona la 
consagración del principio rector de la libertad absoluta y sin limitaciones de la satisfacción sexual con lo 
establecido en el artículo 8” del Proyecto de Ley, de no responsabilizarse por las consecuencias. Es como 
decirle a nuestra juventud: se puede hacer lo que quiera y además no ser responsable de los resultados. 


Si la realidad que motiva el presente proyecto son las consecuencias del aborto provocado en condiciones de 
riesgo, las mismas no pueden ser contrarrestadas legalizando el aborto. No podemos evitar muertes 
legalizando la muerte. Por eso no estamos de acuerdo con la despenalización del aborto que pretende este 
proyecto de ley. Debemos comprometer al Estado en este tema, para que se resuelva salvaguardando los 
derechos de la mujer, protegiendo su maternidad y siempre teniendo en cuenta la opinión de toda la 
ciudadanía, que al momento de decidir, como soberana que es, deberá ser consultada. 


En otro sentido, no podemos justificar el limitar el crecimiento vegetativo en un país con escasa población y 
una composición envejecida de la misma. 


Estamos legitimando un genocidio que redunda en perjuicio del desarrollo social y económico de la Nación. 


En la historia de la humanidad existen muchos ejemplos de civilizaciones que provocaron la muerte de sus 
semejantes, algunas por fundamentalismos, sacrificios y razones de necesidad. En el momento en que la 
humanidad juzgó esos comportamientos los calificó de barbarie o genocidio. Razones de necesidad fueron 
argumentadas por regímenes totalitarios para justificar conductas genocidas y crímenes de lesa humanidad, 
así como decadencia de las instituciones democráticas. 


¿Cómo podemos hoy en una civilización occidental, en la que supuestamente se han superado esas épocas 
oscuras, legitimar prácticas similares emprendiendo un camino de retorno y sometemos al juicio de la 
historia? 


En definitiva, como cristianos y profesionales del derecho, entendemos que corresponde a las instituciones 
democráticas defender a los desprotegidos, madres, niños y a la familia en sí misma. Solo creando 
condiciones que generen equidad seremos una nación justa y sana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros tenemos la conducta de escuchar los planteamientos que se hacen en 
esta Comisión y no entrar en polémica; la idea es que todo el mundo pueda decir lo que piensa. 


Les agradecemos muchísimo la visita y tendremos en cuenta lo que han planteado a los efectos de dirimir el 
proyecto de ley. 


(Se retira de Sala la delegación del Instituto Jurídico Cristiano del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Médicos Católicos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el agrado de recibir a la Asociación de Médicos Católicos, 
representada por las doctoras María Lourdes González y Elena Queirolo, quienes se referirán al 
proyecto que está a estudio de la Comisión sobre defensa del derecho a la salud sexual y reproductiva. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Muchas gracias por recibirnos en mi caso por segunda vez, y aclaro que soy 
médica ginecóloga. 


Traemos diez propuestas con respecto al proyecto de ley, partiendo de la premisa de que nos oponemos 
radicalmente al aborto provocado, con o sin su legalización o despenalización. Por lo tanto, seguiremos 
proponiendo la formación de una adecuada conciencia moral de los ciudadanos en el sentido de respetar la 
vida humana desde su inicio hasta su fin natural y la promoción de una adecuada conciencia de la mujer y del 
hombre, en el sentido de que una vez concebido su hijo merece vivir. 


Otros puntos que consideramos muy importantes son ejercer la sexualidad en forma libre y responsable, 
evitando embarazos inesperados, y procurar una real contención y protección de la madre y una acogida del 
hijo que viene en camino. 


A continuación haremos un punteo breve de cuáles son los artículos que nos parecen más importantes desde 
el aspecto médico. En el material que tenemos por escrito, tenemos las sugerencias ordenadas de acuerdo al 
articulado del proyecto, pero ahora nos referiremos a ellas según el orden de importancia de las propuestas. 


SEÑORA QUEIROLO.- Soy pediatra. 


De acuerdo con lo que acaba de expresar la doctora González proponemos, primero, que despenalizar la 
interrupción del embarazo durante las primeras doce semanas de gravidez no se eleve a la categoría de 
derecho, para que no devenga en una obligación del médico el realizar dicha interrupción. Esto tiene que ver 
con el Capítulo II. 


Creemos que esto es muy importante porque, aunque estemos en desacuerdo, prevemos la despenalización y 
lo que procuramos es hacer hincapié en el derecho del médico a no tener que realizar abortos, 
independientemente de la objeción de conciencia. Para eso pedimos que no sea un derecho de la mujer, como 
dice el proyecto, el que se le practique el aborto, sino que es un derecho a solicitar. Más adelante la doctora 
González se referirá a qué mecanismos se pueden utilizar en este sentido como, por ejemplo, el de una 
comisión interinstitucional que estudie cada caso puntualmente. 


Lo segundo en importancia es que aquellos médicos o miembros del equipo quirúrgico que no tengan 
objeción de conciencia para intervenir en los actos médicos que permita esta ley, deberían hacerlo saber a las 
autoridades de las instituciones a que pertenezcan, dentro de treinta días contados a partir de su 
promulgación. Esto alude al contenido del Capítulo MI. Proponemos esto porque partimos de la base de que 
el médico no tiene por qué realizar abortos y, por lo tanto, no tiene por qué ser quien debe decir que no los 
hace, sino que deberían decir que sí quieren realizar abortos quienes van a contraponer lo que naturalmente es 
el derecho del médico, que es proteger la vida y, por supuesto, no matar. 


Esos son los dos primeros puntos. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Creemos importantísimos estos dos puntos: que exista una Comisión 
interdisciplinaria que evalúe y justifique la interrupción del embarazo y sugiera, fundamentalmente, 


un período de reflexión, de por lo menos una semana, por parte de la mujer, su pareja, o sus familiares. 
En países como Francia, que tiene el aborto despenalizado hace ya prácticamente treinta años, se 
estima un 50% de reconsideraciones a la semana, continuando el embarazo. Por tanto, en este caso, es 
muy importante que se considere que la mujer sea asesorada correctamente y, a su vez, se le dé un 
tiempo para que lo piense. 


Otro punto muy importante es precisamente que se conozca la voluntad del padre sobre la decisión de abortar 
y solicitar que concurra al asesoramiento. El padre puede reclamar sus derechos como cogestor del embarazo 
y, por lo tanto, insistimos nuevamente en que no se debe obviar al padre, no solo porque puede resultar un 
condicionante de la decisión de la mujer, por situaciones de presión o maltrato, sino porque en muchos casos 
se trata de una decisión que se toma en pareja, y solo que se excluya voluntariamente, es necesario que esté 
en conocimiento de la decisión de abortar. Por lo tanto, proponemos integrar a la consulta de asesoramiento, 
hecha por un equipo multidisciplinario, la presencia del padre; queremos que figure y que dé su 
consentimiento. 


Para una correcta información y para que todos estemos de acuerdo, otro punto a tener en cuenta es que 
existan Cartillas de Asesoramiento públicamente conocidas y formuladas en consenso plural donde figure 
bien claro cuál es la información que deben recibir la madre y el padre que han pensado en la posibilidad de 
abortar o que han decidido hacerlo. Esas cartillas deben ser públicas y de fácil acceso a todos. No pueden 
quedar en manos de opiniones y pareceres sesgados, como vemos en el proyecto de ley, donde se establece 
que solo el médico es quien decide, en una primera instancia, si accede o no a la solicitud de aborto por parte 
de esa mujer, de esa madre. Esa cartilla debe ser elaborada por una Comisión representativa de todas las 
corrientes de opinión, no solo por quienes propugnan la libertad de aborto. 


El punto que sigue a este es permitir una toma de decisiones libre y consciente por parte de la mujer y de su 
pareja, dando una información completa y veraz del proceso de gestación para la toma de decisión al 
momento de plantear un aborto. El aborto no es un método anticonceptivo sino un método antinatal. Estas 
son palabras expresadas por la autora Rotondo en el año 2004. Proponemos, entonces, la necesidad de 
realizar una ecografía obstétrica, sin negar a la madre, la posibilidad de visualizar el embrión-feto, como pasa 
en la actualidad. 


El siguiente punto refiere a un tema sumamente complejo. ¿Se consideran plazos en semanas de gestación 
para plantear la interrupción por causa fetal? Nosotros notamos que este aspecto no está contemplado en el 
proyecto. Me refiero a la semana de edad gestacional hasta la cual se puede plantear la interrupción del 
embarazo, o el aborto tardío, como se cita en varios textos y en legislaciones internacionales. Consideramos 
que este proyecto de ley deja abierta la posibilidad de la interrupción durante todo el embarazo, posibilitando 
el nacimiento de un niño con defectos congénitos, vivo y, además, prematuro, agravando más aún su 
pronóstico. A nivel internacional, en España, en Francia, en Estados Unidos, se estipulan las 24 semanas de 
gestación como límite de la viabilidad fetal. Por lo tanto, es importante integrar este aspecto en el proyecto. 
Reitero, debe existir un plazo por las razones que acabamos de señalar: no solo nace, sino que nace vivo y es 
viable, que a su vez lo estamos agravando por su prematurez. En ninguno de los proyectos o normativas que 
hemos estado estudiando existe el caso del feticidio, es decir, matar al feto en el útero para que luego nazca 
muerto. No. Se produce la interrupción del embarazo a través de las medidas que sean, por un suero, 
oxitocina, misoprostol, pero no existe la figura del feticidio, por lo tanto, el niño nace, y le estamos pasando 
el problema a los pediatras que se van a plantear qué hacen, si lo entuban o no, si lo dejan vivir, y para qué 
interrumpieron el embarazo si después nació vivo. 


Este punto es muy importante y, en consecuencia, también es muy importante que exista una Comisión 
Interdisciplinaria o una Junta Médica que evalúe esas interrupciones de embarazo. Además, ¿quiénes evalúan 
la salud materna? El proyecto de ley habla de una Comisión de ética, que no tiene potestades para decidir que 
esa vida continúe o no. Debería haber una Junta Médica integrada por personas con capacitación en ética, 
capacitación legal, etcétera. Esto no está contemplado y lo planteamos porque lo vivimos a diario en el 
Hospital Pereira Rossell. En este momento tampoco sabemos cómo dirigir esas solicitudes. Insisto: es muy 
importante que esto quede consignado. 


Nos corresponde proponer otros dos puntos. Uno de ellos es el control por parte de la autoridad sanitaria de la 
venta de fármacos abortivos, como el conocido misoprostol. El Ministerio de Salud Pública controla los 
psicofármacos y exige que deban ser comprados solo con recetas verdes, u otras. Sin embargo, ¿cómo va a 


hacer para controlar el expendio de estos fármacos abortivos? Proponemos que quede consignado que sea la 
institución de salud la que los entregue. Por ejemplo, después que pasó por esta Comisión, después que los 
médicos accedieron porque les parece adecuado de acuerdo con lo que plantea la mujer, se le otorgaron 
quince días para pensarlo y volvió, que sean ellos quienes entregan a la pareja el misoprostol, pero que no lo 
compre. Ahora estamos viendo ya con bastante frecuencia -aunque no es de venta libre ni se tiene tanta 
información- que hay mujeres que con seis o siete meses de embarazo lo están usando, poniendo en riesgo su 
vida y, por supuesto, matando al niño. Como la Comisión sabrá, prácticamente, hay dos casos de estos por 
mes. Por lo tanto, no habrá inconveniente en que no haya venta de este fármaco, sino que sea indicado y 
entregado como tantos otros fármacos con los que sucede lo mismo. 


Ahora bien, yendo al principio, quiero decir con respecto al Capítulo I, en el que se refiere a derechos 
sexuales y reproductivos y se habla de promover el parto humanizado, que es importante contemplar el 
derecho a la analgesia durante el parto. Para la mayoría de las mujeres, de todas las sociedades y culturas a lo 
largo del tiempo, el parto normal representa una de las experiencias más dolorosas de sus vidas, comparable 
con una amputación. Estos son estudios que se han hecho y se han recabado, presentados en diversos 
congresos. Que el parto sea comparable con una amputación, a mí realmente me impactó. Es un claro 
ejemplo de dolor agudo. Pero debe ser el único episodio doloroso que acompaña tan íntimamente a un 
fenómeno fisiológico y normal, como el nacimiento. La analgesia durante el parto es hoy día un derecho y 
una exigencia de la mujer embarazada, no existiendo razón alguna que justifique que la mujer deba soportar 
obligatoriamente el intenso dolor del parto. En ausencia de contraindicaciones médicas la sola solicitud de la 
madre es suficiente indicación para la analgesia del parto. 


Hemos finalizado. 
Agradecemos a la Comisión que nos haya recibido y quedamos a las órdenes. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Médicos Católicos) 


(Ingresa a sala una delegación de la Comisión Evangélica Multidisciplinaria del Uruguay). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuestra Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida a esta delegación 
de la Comisión Evangélica 


Multidisciplinaria del Uruguay, integrada por la escribana María Aloise, la psicóloga Dina Boyadji y la 
estudiante Viviana Calatzian, a los efectos de referirse al proyecto de ley a estudio sobre defensa del derecho 
a la salud sexual y reproductiva. 


SEÑORA ALOISE.- Somos integrantes de CEMUR, equipo multidisciplinario conformado en su 
mayoría por mujeres profesionales del área de la salud ginecólogas, psicólogas clínicas, del derecho, de 
la educación, y del área social, con una característica que nos es común, ser cristianas, aportando desde 
nuestras diferentes profesiones a un centro común, una visión integral sobre el tema que nos ocupa, 
con el propósito que Uruguay sea en el más corto plazo posible un país sano y justo para todos sus 
ciudadanos. 


Esta es la razón por la cual estamos enfocadas en nuestro tema central de trabajo: dignificar la familia y, entre 
otras cosas, prevenir el aborto provocado. 


Queremos dignificar la familia en el sentido de que se la coloque en el sitial que le corresponde y se le asigne 
el valor que realmente tiene, porque sabido es y regulado está por nuestra Carta Magna, que la familia es la 
base de la sociedad uruguaya, tal como lo consagra el artículo 40 de la Constitución. 


Asimismo, buscamos que se pongan en práctica políticas de promoción de la natalidad. La población en 
nuestro país va descendiendo; cada vez más, los jóvenes siguen emigrando, la clase media tiene a lo sumo un 
hijo y, en su mayoría, tardíamente. Las razones de promoción de la natalidad son múltiples, pero podemos 
destacar algunos elementos que pueden acarrear graves crisis si la población no crece, por ejemplo, en el 
ámbito de la seguridad social, el régimen previsional, etcétera. 


Entendemos que la promoción de la natalidad debe ser a través de la familia legítimamente constituida, 
porque es el ámbito naturalmente adecuado para su desarrollo. 


Vemos el crecimiento de hogares monoparentales y ensamblados, que llevan a la disminución de la natalidad, 
especialmente, por la situación económica, porque para una madre o un padre que viven solos con sus hijos, 
será muy difícil el sostén económico y, a veces, hasta afectivo de nuevos hijos. Ocurre que en el caso de un 
hogar ensamblado ya existen hijos de vínculos anteriores lo cual, la mayoría de las veces, lleva a que, a lo 
sumo, la pareja solo tenga un hijo más de este nuevo vínculo. 


También consideramos que la natalidad se debe asumir en forma responsable; por eso apelamos a la 
información y a la educación en sexualidad, que implica mucho más que la educación sexual, incluyendo 
información como el conocimiento del cuerpo femenino y masculino, el cuidado y la protección propia y la 
del otro, la importancia de tener la autoestima adecuada, el uso apropiado de métodos anticonceptivos 
incluyendo la abstinencia, el compromiso, el amor, la fidelidad, etcétera. 


Por las razones expuestas, nos parecería muy oportuna una norma que habilitara el aumento de la licencia 
materna y paterna. En cuanto a la mujer, que pudiera tener desde el parto una licencia de seis meses, y para el 
hombre, un mes desde el nacimiento de su hija o hijo. 


SEÑORA BOYADJI.- Voy a hablar sobre la prevención del aborto provocado, por varias razones. 


De acuerdo con las experiencias de otros países, vemos que la despenalización del aborto le genera mayor 
gasto al Estado, por los procedimientos que conlleva como, por ejemplo, el seguimiento psicológico que debe 
tener la mujer que se lo practica pues no se la va a dejar a la deriva, teniendo en cuenta la situación 
angustiante en que se encuentra, no solo a la hora de tomar tal decisión, sino después de haberla concretado. 


Además, muchas veces esta mujer está sola, porque su pareja o el hombre que contribuyó al embarazo, no la 
acompaña. Esto se perpetúa en una ley que excluye al hombre de su responsabilidad en el embarazo y 
cuidado de su cuerpo y del de la mujer. 


En procesos terapéuticos, he tenido que ayudar a procesar el duelo por un aborto provocado, a veces veinte 
años atrás o más; dificulta su elaboración la distancia del suceso en el tiempo o el hecho de que se saca la 
cuenta de cuántos años tendría ese ser en la actualidad y, además, la culpa que quedó atrapada tanto tiempo 
en una negación; estas mujeres muchas veces manifiestan: "Es algo que no quiero recordar". 


Tal como expresara ante esta Comisión, el pasado mes de junio, la Promotora Legal Luisa Irene Marsiglia, el 
aborto, además, es un acto de violencia doméstica. 


En su exposición, Marsiglia expresa: "Es agravante, dentro de la violencia doméstica, el hecho de que el 
agredido sea un niño y además que tenga sus capacidades psicofísicas disminuidas". De la lectura armónica 
de los artículos 2*, 3” literales A) y B), 22 y 29 de la Ley N” 17.514, podemos concluir que el aborto es la 
expresión más clara de violencia doméstica. El acto del aborto encierra los elementos que lo convierten en 
tal. El artículo 2* de la Ley N* 17.514 dispone que: "Constituye violencia doméstica toda acción u omisión, 
directa o indirecta, que por cualquier medio menoscabe, limitando ¡legítimamente el libre ejercicio o goce de 
los derechos humanos de una persona, causada por otra con la cual tenga o haya tenido una relación de 
noviazgo o con la cual tenga o haya tenido una relación afectiva basada en la cohabitación y originada por 
parentesco, por matrimonio o por unión de hecho". Los elementos están claramente establecidos: relación 
afectiva basada en la cohabitación y originada por parentesco; a madre e hijo, o hija, en el vientre materno los 
une una relación afectiva en cohabitación. 


Por otra parte, no estamos de acuerdo, bajo ningún concepto, con las clínicas clandestinas de gente que lucra 
con el dolor, la desesperación y la necesidad ajena. 


Además, no podemos dejar de lado el hecho de que en el proceso del aborto pueden ir camino a la muerte, no 
solo el niño o niña por nacer, sino también la madre, aumentando el riesgo al tratarse de clínicas clandestinas. 
Por estas razones, apelamos a la denuncia de las mismas y a la aplicación de las sanciones correspondientes. 


Las realidades que observamos desde nuestros ámbitos laborales son que las mujeres de los sectores sociales 
menos privilegiados son las que menos abortan, porque para ellas los hijos son lo que da sentido a su vida y 
las valorizan como mujeres. 


Las mujeres de clase media son las más desamparadas y las que más se inclinan por tomar la decisión de 
abortar porque ellas son quienes trabajan, quienes estudian, quienes sostienen a su familia y quienes 
difícilmente tendrán o al menos mínimamente, una ayuda del Estado, lo que las coloca en una encrucijada al 
momento de tomar una decisión entre seguir cumpliendo con todas sus obligaciones o asumir la maternidad. 


SEÑORA ALOISE.- Desde el ámbito del derecho, no podemos desconocer la existencia de 
compromisos internacionales que obligan a los Estados ratificantes de un Tratado a cumplir las 
disposiciones en él contenidas. 


El Pacto de San José de Costa Rica, en su artículo 4 prevé: "Toda persona tiene derecho a que se respete su 
vida; este derecho estará protegido, por la Ley y en general, a partir del momento de la concepción. Nadie 
puede ser privado de la vida arbitrariamente." El bien jurídico más alto que debe ser tutelado es el derecho a 
la vida. Aprobar una ley por la que toda mujer puede decidir la interrupción de su embarazo durante las 
primeras doce semanas de gravidez, en las condiciones que establece el artículo 8” del proyecto de ley de 
defensa del derecho a la salud sexual y reproductiva, es violatorio de los compromisos internacionales y 
atenta contra la especie humana. El destacado constitucionalista, doctor Héctor Gros Espiell, que fuera 
recibido por esta Comisión el pasado 1” de julio, fue categórico al referirse al artículo 8* del proyecto que 
analizamos. El profesional expresa: "Yo soy contrario a este artículo. Dejo de lado las razones que podrían 
invocarse de carácter filosófico o religioso; soy contrario por razones de juridicidad. Creo que este 

artículo 8", continúa diciendo el doctor Gros, "es violatorio del artículo 4” de la Convención; Americana de 
Derechos Humanos de la que Uruguay es parte en virtud de su ratificación, luego de su aprobación por la Ley 
N? 15.737 de 8 de marzo de 1985. En consecuencia, a mi juicio, al no proteger la vida antes de las doce 
semanas de la gravidez, este artículo 8” es violatorio de un Tratado internacional del que Uruguay es parte". 


SEÑORA BOYADJI.- Uno de los sabios más grandes de todos los tiempos, aconsejando a su hijo sobre 
la vida y la conducta, le expresaba: "Haz cuanto puedas por salvar a los que van camino a la muerte, 
porque Dios todo lo sabe y no podrás alegar ignorancia. ¡Si no lo haces, recibirás tu merecido!". Este 
sabio fue el rey Salomón. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Los agradecidos somos nosotros. 
(Se retira de Sala la delegación de la Comisión Evangélica Multidisciplinaria del Uruguay) 


(Ingresa a sala una delegación del Centro de Bioética Rioplatense). 


——— Nuestra Comisión tiene mucho gusto en recibir a esta delegación del Centro de Bioética Rioplatense, 
integrada por el doctor Gil Solares y el doctor Bordoli. 


SEÑOR GIL SOLARES.- En virtud de que está citada la Asamblea General para la hora 13 y 30, 
proponemos que nuestra visita a esta Comisión se postergue para una fecha próxima, a fin de que 


podamos exponer el tema con un encare interesante, real y verídico, disponiendo del tiempo necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. Fijaremos una próxima fecha 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


